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Actualizaciones 

DERECHO PROCESAL CIVIL, Volumen II, para acceso a las carreras Judicial y Fiscal.
[Juan Montero Aroca, y otros, Ed. 2006]
Novedad que afecta a los Textos de los Temas:

Ley 13/2009, de 3 de noviembre, de reforma de la legislación procesal para la implantación de la nueva Oficina judicial.
[BOE núm. 266, de 4 de noviembre de 2009]

Tema que modifica:
Tema 52º. Embargo de bienes.
Texto del tema:

TEMA 52º

En el epígrafe “I. LOCALIZACIÓN DE LOS BIENES A EMBARGAR”, sustituir su contenido, salvo el párrafo inicial de la página 584, por:


“a) Los bienes del ejecutado susceptibles de embargo de los que tuviere conocimiento y, en su caso, si los considera suficientes para el fin de la ejecución (art. 549.1.3º). Si lo hace así, no serán precisas otras actividades de búsqueda, y el Secretario judicial, en el decreto acordará medidas ejecutivas concretas (art. 551.3), quedando hecho desde esa resolución o se reseñe la descripción del bien en el acta de la diligencia de embargo, aunque no se hayan adoptado aún medidas de garantía o publicidad de la traba, que el Secretario judicial adoptará inmediatamente (art. 587.1).

b) Las medidas de localización e investigación que, al amparo del art. 590 interese (art. 549.1.4º). Cuando el ejecutante no ha encontrado bienes del ejecutado en la demanda instará esas medidas pero el Secretario judicial, en el decreto acordando medidas ejecutivas podrá acordar las medidas de localización y averiguación de los bienes del ejecutado que procedan (art. 551.3.2º):

1º) Salvo que el ejecutante señale bienes cuyo embargo estime suficiente para el fin de la ejecución, el Secretario judicial requerirá, mediante diligencia de ordenación, de oficio al ejecutado para que manifieste relacionadamente bienes y derechos suficientes para cubrir la cuantía de la ejecución, con expresión, en su caso, de cargas y gravámenes, así como, en el caso de inmuebles, si están ocupados, por qué personas y con qué título.

El requerimiento se hará al ejecutado con apercibimiento de las zancones que puedan imponérsele, cuando menos por desobediencia grave, en caso de que no presente la relación de sus bienes, incluya en ella bienes que no son suyos o no desvele las cargas y gravámenes que sobre ellos pesaren. El Secretario judicial podrá también, mediante decreto, imponer multas coercitivas periódicas al ejecutado que no respondiere debidamente al requerimiento a que se refiere el apartado anterior.

Para fijar la cuantía de las multas, se tendrá en cuenta la cantidad por la que se haya despachado ejecución, la resistencia a la presentación de la relación de bienes y la capacidad económica del requerido, pudiendo modificarse o dejarse sin efecto el apremio económico en atención a la ulterior conducta del requerido y a las alegaciones que pudiere efectuar para justificarse.

2º) A instancias del ejecutante que no pudiere designar bienes del ejecutado suficientes para el fin de la ejecución, el Secretario judicial acordará, por diligencia de ordenación, dirigirse a las entidades financieras, organismos y registros públicos y personas físicas y jurídicas que el ejecutante indique, para que faciliten la relación de bienes o derechos del ejecutado de los que tengan constancia.

Al formular estas indicaciones, el ejecutante deberá expresar sucintamente las razones por las que estime que la entidad, organismo, registro o persona de que se trate dispone de información sobre el patrimonio del ejecutado.

El Secretario judicial no reclamará datos de organismos y registros cuando el ejecutante pudiera obtenerlos por sí mismo, o a través de su procurador, debidamente facultado al efecto por su poderdante.

Todas las personas y entidades públicas y privadas están obligadas a prestar su colaboración en las actuaciones de ejecución y a entregar al Secretario judicial encargado de la ejecución o al procurador del ejecutante, cuando así lo solicite su representado y a su costa, cuantos documentos y datos tengan en su poder, y cuya entrega haya sido acordada por el Secretario judicial, sin más limitaciones que los que imponen el respeto a los derechos fundamentales o a los límites que, para casos determinados, expresamente impongan las leyes. Cuando dichas personas o entidades alegaran razones legales o de respeto a los derechos fundamentales para no realizar la entrega dejando sin atender la colaboración que les hubiera sido requerida, el Secretario judicial dará cuenta al Tribunal para que éste acuerde lo procedente.
El Tribunal, previa audiencia de los interesados, podrá, en pieza separada, acordar la imposición de multas coercitivas periódicas a las personas y entidades que no presten la colaboración que el Tribunal les haya requerido.”

En el epígrafe “II. MEJORA Y REDUCCIÓN DEL EMBARGO”, sustituir el último párrafo de la página 586 y el primero de la página 587, por:
“1º) Mejorar el embargo, esto es, extenderlo a bienes que antes no habían sido embargados. La mejora se producirá, a petición del ejecutante, si el Secretario judicial al estimare que puede dudarse de la suficiencia de los bienes embargados en relación a la responsabilidad del ejecutado o si se ha admitido o estimado una tercería de dominio, o cuando se aumenta la cantidad prevista en concepto de intereses; también cabe modificar las garantías sobre el bien embargado (art. 612).”
En el epígrafe “III. ÓRGANO DE EMBARGO”, en las páginas 587 Y 588, sustituir su contenido por:

“El despacho de la ejecución corresponde a los titulares de la potestad jurisdiccional, es decir, a Jueces y Magistrados, pero corresponderá al Secretario judicial la concreción de los bienes del ejecutado a los que ha de extenderse aquél, la adopción de todas las medidas necesarias para la efectividad del despacho, ordenando los medios de averiguación patrimonial que fueran necesarios, así como las medidas ejecutivas concretas que procedan.

Hay que distinguir según el art. 545 LEC el reparto de actuaciones que se ha fijado entre el Juez y Secretario judicial:

a) Adoptarán la forma de auto las resoluciones del Tribunal que:
1.º Contengan la orden general de ejecución por la que se autoriza y despacha la misma. 

2.º Decidan sobre oposición a la ejecución definitiva basada en motivos procesales o de fondo.

3.º Resuelvan las tercerías de dominio.

4.º Aquellas otras que se señalen en la LEC.

El Tribunal decidirá por medio de providencia en los supuestos en que así expresamente se señale.
b) Adoptarán la forma de decreto las resoluciones del Secretario judicial que determinen los bienes del ejecutado a los que ha de extenderse el despacho de la ejecución y aquellas otras que se señalen en la LEC.”
En el epígrafe “IV. PRÁCTICA DEL EMBARGO”, sustituir el último párrafo de la página 588 y los tres primeros párrafos de la página 589 por:
“El embargo se resuelve básicamente en la afección de los bienes al proceso de ejecución y se entenderá hecho desde que se decrete por el Secretario judicial o se reseñe la descripción de un bien en el acta de la diligencia de embargo, aunque no se hayan adoptado aún medidas de garantía o publicidad de la traba. El Secretario judicial adoptará inmediatamente dichas medidas de garantía y publicidad (art. 587.1). Estas medidas tienden a garantizar la existencia de la traba en un doble aspecto: 1) Frente al ejecutado, para evitar que éste realice cualquier acto de ocultación o disposición que haga imposible la continuación de la ejecución, bien el sentido físico (ocultación o destrucción), bien en sentido jurídico (transmisión de su titularidad de modo irreivindicable), y 2) Frente a los terceros, para que éstos tengan conocimiento de la existencia de la traba, tanto a efectos de mera publicidad como de preferencia en el cobro del crédito respecto del bien.

Las garantías a adoptar dependen de la clase de bien embargado; no existe un garantía general y otras especiales, sino que existen una serie de bienes y otra serie de garantías, siendo misión del intérprete encuadrar los primeros en las segundas.”
En el mismo epígrafe IV., subepígrafe “1. Anotación preventiva en Registro público”, sustituir su contenido de la página 589 por:
“Según el art. 629.1 cuando el embargo recaiga sobre bienes o derechos susceptibles de inscripción registral, el Secretario judicial encargado de la ejecución, a instancia del ejecutante, librará mandamiento para que se haga anotación preventiva de embargo en el Registro de la Propiedad o anotación de equivalente eficacia en el registro que corresponda. El mismo día de su expedición el Secretario judicial remitirá al Registro de la Propiedad el mandamiento por fax, o en cualquiera de las formas previstas en el artículo 162 de esta ley. El Registrador extenderá el correspondiente asiento de presentación, quedando en suspenso la práctica de la anotación hasta que se presente el documento original en la forma prevista por la legislación hipotecaria.”

En el mismo epígrafe IV. y subepígrafe 1., apartado “A) Bienes inmuebles”, sustituir sus cuarto párrafo, en la página 590, por:
“Decretado el embargo, el Secretario judicial remitirá directamente el mandamiento al Registro a que vayan dirigidos, pudiendo utilizarse los medios previstos en el artículo 162 LEC. No obstante, si así lo solicitaren, las partes podrán diligenciar personalmente los mandamientos y oficios (art. 167). El mandamiento deberá insertar: resolución que decreta el embargo, cantidad por la que se embarga, identificación del ejecutante y ejecutado y descripción precisa de la finca embargada (arts. 72, 73 y 75 LH y 165 y 166 RH). La anotación tiene una vigencia de cuatro años, pudiendo ser prorrogada (art. 86 LH y 199 RH).”
En el mismo epígrafe IV., subepígrafe “2. Depósito judicial”, sustituir el segundo párrafo de la página 593, por:


“El depositario judicial estará obligado a conservar los bienes con la debida diligencia a disposición del Tribunal, a exhibirlos en las condiciones que el Secretario judicial le indique y a entregarlos a la persona que éste designe. Si no cumpliere sus obligaciones, el Secretario judicial encargado de la ejecución, mediante decreto, podrá remover de su cargo al depositario, designando a otro, sin perjuicio de la responsabilidad penal y civil en que haya podido incurrir el depositario removido.”
En el mismo epígrafe IV., subepígrafe 2., apartado “B) Personal”, sustituir el primer párrafo de la página 594, por:

“1) Relación de los bienes embargados, con descripción, lo más detallada posible, de su forma y aspecto, características principales, estado de uso y conservación, así como la clara existencia de defectos o taras que pudieran influir en una disminución de su valor. Para ello se utilizarán los medios de documentación gráfica o visual de que la Oficina judicial disponga o le facilite cualquiera de las partes para su mejor identificación.”

En el mismo epígrafe IV., subepígrafe 2., apartado “B) Personal”, sustituir el tercer párrafo de la página 594, por:


“1”)Si los bienes muebles embargados estuvieran en poder de un tercero, se le requerirá mediante decreto para que los conserve a disposición del Tribunal y se le nombrará depositario judicial, salvo que el Secretario judicial motivadamente resuelva otra cosa (art. 626.2).”
En el mismo epígrafe IV., subepígrafe 2., apartado “B) Personal”, sustituir el último párrafo de la página 594 y primero de la página 595, por:

“3”)En casos distintos de los contemplados en los anteriores apartados o cuando lo considere más conveniente, el Secretario judicial podrá nombrar mediante decreto depositario de los bienes embargados al acreedor ejecutante o bien, oyendo a éste, a un tercero.

El nombramiento podrá recaer en los Colegios de Procuradores del lugar en que se siga la ejecución, siempre que dispongan de un servicio adecuado para asumir las responsabilidades legalmente establecidas para el depositario (art. 626.4).

Si el depositario fuera persona distinta del ejecutante, del ejecutado y del tercero poseedor del bien mueble objeto del depósito tendrá derecho al reembolso de los gastos ocasionados por el transporte, conservación, custodia, exhibición y administración de los bienes, pudiendo acordarse por el Secretario judicial encargado de la ejecución, mediante diligencia de ordenación, el adelanto de alguna cantidad por el ejecutante, sin perjuicio de su derecho al reintegro en concepto de costas.

El tercero depositario también tendrá derecho a verse resarcido de los daños y perjuicios que sufra a causa del depósito (art. 628).”

En el mismo epígrafe IV., subepígrafe 2., apartado “C) Retención sin desapoderamiento”, sustituir el último párrafo de la página 595 y el primero de la página 596 por:

“Cuando se embargaren saldos favorables en cuentas de cualquier clase abiertas en entidades de crédito, ahorro o financiación, el Secretario judicial responsable de la ejecución enviará a la entidad orden de retención de las concretas cantidades que sean embargadas o con el límite máximo a que se refiere el apartado segundo del artículo 588 (art. 621.2).

Si se tratase del embargo de sueldos, pensiones u otras prestaciones periódicas, se estará, en su caso, a lo previsto en el número 7 del artículo 607. En caso contrario, se ordenará a la persona, entidad u oficina pagadora que los retenga a disposición del Tribunal y los transfiera a la Cuenta de Depósitos y Consignaciones (art. 621.3).”
En el mismo epígrafe IV., subepígrafe 2. y apartado C), sustituir el párrafo tercero de la página 596 por:


“En éste supuesto el Secretario judicial sólo acordará mediante decreto la administración judicial en garantía del embargo de frutos y rentas, cuando la naturaleza de los bienes y derechos productivos, la importancia de los intereses, las rentas o los frutos embargados o las circunstancias en que se encuentre el ejecutado razonablemente lo aconsejen. Y también podrá el Secretario judicial acordar la administración judicial cuando se comprobare que la entidad pagadora o perceptora o, en su caso, el mismo ejecutado, no cumplen la orden de retención o ingreso de los frutos y rentas a que se refiere el apartado primero de este artículo (art. 622.2 y 3).”
En el mismo epígrafe IV., subepígrafe “3. Administración judicial”, sustituir su contenido desde el penúltimo párrafo de la página 597 hasta su final en la página 598, por:

“Para constituir la administración judicial, se citará de comparecencia ante el Secretario judicial encargado de la ejecución a las partes y, en su caso, a los administradores de las sociedades, cuando éstas no sean la parte ejecutada, así como a los socios o partícipes cuyas acciones o participaciones no se hayan embargado, a fin de que lleguen a un acuerdo o efectúen las alegaciones y prueba oportunas sobre el nombramiento de administrador, persona que deba desempeñar tal cargo, exigencia o no de caución, forma de actuación, mantenimiento o no de la administración preexistente, rendición de cuentas y retribución procedente. A los interesados que no comparezcan injustificadamente se les tendrá por conformes con lo acordado por los comparecientes.

Si existe acuerdo, el Secretario judicial establecerá por medio de decreto los términos de la administración judicial en consonancia con el acuerdo. 
Para la resolución de los extremos en que no exista acuerdo o medie oposición de alguna de las partes, si pretendieren practicar prueba, se les convocará a comparecencia ante el Tribunal que dictó la orden general de ejecución, que resolverá, mediante auto, lo que estime procedente sobre la administración judicial. Si no se pretendiese la práctica de prueba, se pasarán las actuaciones al Tribunal para que directamente resuelva lo procedente.

Si se acuerda la administración judicial de una empresa o grupo de ellas, el Secretario judicial deberá nombrar un interventor designado por el titular o titulares de la empresa o empresas embargadas y si sólo se embargare la mayoría del capital social o la mayoría de los bienes o derechos pertenecientes a una empresa o adscritos a su explotación, se nombrarán dos interventores, designados, uno por los afectados mayoritarios, y otro, por los minoritarios.

Cuando sustituya a los administradores preexistentes y no se disponga otra cosa, los derechos, obligaciones, facultades y responsabilidades del administrador judicial serán los que correspondan con carácter ordinario a los sustituidos, pero necesitará autorización del Secretario judicial responsable de la ejecución para enajenar o gravar participaciones en la empresa o de ésta en otras, bienes inmuebles o cualesquiera otros que por su naturaleza o importancia hubiere expresamente señalado el Secretario judicial.

De existir interventores designados por los afectados, para la enajenación o gravamen, el administrador los convocará a una comparecencia, resolviendo el Secretario judicial mediante decreto.
Acordada la administración judicial, el Secretario dará inmediata posesión al designado, requiriendo al ejecutado para que cese en la administración que hasta entonces llevara.

Las discrepancias que surjan sobre los actos del administrador serán resueltas por el Secretario judicial responsable de la ejecución mediante decreto, tras oír a los afectados y sin perjuicio del derecho de oponerse a la cuenta final que habrá de rendir el administrador.

De la cuenta final justificada que presente el administrador se dará vista a las partes y a los interventores, quienes podrán impugnarla en el plazo de cinco días, prorrogable hasta treinta atendida su complejidad.

De mediar oposición se resolverá tras citar a los interesados de comparecencia.”

En el epígrafe “V. EL REEMBARGO”, desde los dos últimos párrafos de la página 599 hasta su final en el principio de la página 601, sustituir por:


“Los ejecutantes de los procesos en que se decretare el reembargo podrán solicitar del Secretario judicial que adopte medidas de garantía de esta traba siempre que no entorpezcan una ejecución anterior y no sean incompatibles con las adoptadas a favor de quien primero logró el embargo (art. 610.3). 

Si, por cualquier causa, fuere alzado el primer embargo, el ejecutante del proceso en el que se hubiera trabado el primer reembargo quedará en la posición del primer ejecutante y podrá solicitar la realización forzosa de los bienes reembargados. Sin embargo, el reembargante podrá solicitar la realización forzosa de los bienes reeembargados, sin necesidad de alzamiento del embargo o embargos anteriores, cuando los derechos de los embargantes anteriores no hayan de verse afectados por aquella realización (art. 610.2).


Distinto del reembargo es el embargo del sobrante que es el embargo de lo que sobrare en la realización forzosa de bienes celebrada en otra ejecución ya despachada. La cantidad que así se obtenga se ingresará en la Cuenta de Depósitos y Consignaciones para su disposición en el proceso donde se ordenó el embargo del sobrante (art. 611.2).

Cuando los bienes realizados sean inmuebles, se ingresara la cantidad que sobrare después de pagado el ejecutante, así como los acreedores que tengan su derecho inscrito o anotado con posterioridad al del ejecutante y que tengan preferencia sobre el acreedor en cuyo favor de acordó el embargo del sobrante (art. 611.3).”
En el epígrafe “VI. LA TERCERÍA DE DOMINIO”, apartado “B) Competencia”, sustituir su primer párrafo en la página 602 por:


“La tercería de dominio habrá de interponerse ante el Secretario judicial responsable de la ejecución y se resolverá por el Tribunal que dictó la orden general y despacho de la misma (art. 599).”

En el epígrafe “VI. LA TERCERÍA DE DOMINIO”, apartado “F) Procedimiento” sustituir su segundo párrafo, en la página 605, por:


“Admitida la demanda por el Secretario judicial, el Tribunal, previa audiencia de las partes si lo considera necesario, podrá condicionar la suspensión de la ejecución respecto del bien a que se refiere la demanda de tercería a que el tercerista preste caución por los daños y perjuicios que pudiera producir al acreedor ejecutante. Esta caución podrá otorgarse en cualquiera de las formas previstas en el párrafo segundo del apartado 3 del artículo 529 (art. 598.2).

”
En el mismo epígrafe VI., apartado “G) Efectos”, sustituir su primer párrafo en la página 606 por:


“Efectos de la admisión de la tercería: Produce la suspensión a la ejecución respecto del bien a que se refiera, debiendo el Secretario judicial adoptar las medidas necesarias para dar cumplimiento a la suspensión acordada (art. 598.1).


Además, es razón suficiente para que el Secretario judicial, a instancia de parte, ordene, mediante decreto, la mejora del embargo (art. 598.3).”
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